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NIEGA PRACTICA DE PRUEBA SOBREVIVIENTE. [L]a prueba sobreviniente solicitada por el representante de los acusados no fue fundamentada bajo las premisas que contempla el artículo 344 del CPP, ya que no guarda ninguna relación con el contexto fáctico del escrito de acusación (…). [L]a pretensión del vocero de los acusados se eleva como aislada dentro del contexto del presente juicio, al no reunirse el requisito de pertinencia de la prueba, entendido como la relación entre la evidencia solicitada y el thema probandum, como se expuso en la decisión recurrida, ni tampoco se satisface el criterio de utilidad de la prueba novísima que solicitó ya que los testimonios referidos no están dirigidos a controvertir el factum de la acusación, en lo relativo a la participación de los procesados en las conductas antes mencionada, (…).En ese orden de ideas se concluye que la prueba documental solicitada por el apoderado de la acusada no resulta pertinente para controvertir el contexto fáctico de la acusación presentada contra la señora Castaño Botero, no constituye: “un elemento material probatorio y evidencia física muy significativos que debería ser descubierto”, como reza el inciso 4º del artículo 344 del CPP, ni cumple con los criterios de pertinencia y admisibilidad exigidos por la sistemática procedimental de la ley 906 de 2004, lo que lleva a esta Sala a confirmar la decisión de primera instancia, al no reunirse los requisitos de la norma citada en precedencia, para la admisión excepcional de la prueba sobreviniente.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta No. 1004 del (veinticinco) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)
Pereira,  veintiocho (28) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)
Hora: 8:20 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el defensor de la procesada Lina María Castaño Botero en contra la determinación que adoptó la Juez 4ª Penal del Circuito de Pereira en la sesión del juicio oral del 9 de abril de 2014, donde se negó la práctica de una prueba sobreviniente solicitada por el representante de la acusada. 

2. ANTECEDENTES

Del escrito de acusación se extrae lo siguiente:
El 26 de abril de 2012 siendo aproximadamente la 1:30 horas, en la plazoleta “la moneda” ubicada en la cuarta etapa de Bosques de la Acuarela de Dosquebradas, fue capturada la señora Lina María Castaño Botero por cuanto fue sorprendida sentada sobre una sombrilla, debajo de la cual escondía una arma de fuego tipo revólver, marca Indumil Llama, modelo Scorpio, fabricación   industrial No. Interno 03412, con 6 cartuchos, todos estos elementos en buenas condiciones de conservación y funcionamiento, aptos para producir disparos y ser percutidos, sin que se contara con autorización alguna para ello.  La señora Lina María Castaño Botero es persona mayor de edad, en pleno goce y uso de sus facultades mentales, quien comprendía la ilicitud de su actuar y podía determinarse de acuerdo con dicha comprensión, y que no obstante conocer que la conducta se encontraba prevista como delito, la realizó de manera voluntaria.

Se reprocha la participación de la señora Lina María Castaño Botero como probable autora de la conducta a título de dolo y bajo el verbo rector “tener en un lugar”. Imputación fáctica y jurídica que le fuera comunicada en audiencia preliminar celebrada el 26 de abril de 2012 ante el Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas, sin que fueran aceptados los cargos (folio 1).

3. SOBRE LA ACTUACIÓN QUE DIO ORIGEN AL PRESENTE RECURSO

De conformidad con el registro de la sesión del juicio oral que se anexó, se presentaron las siguientes actuaciones relevantes:
3.1 Luego de que se recibieron los  testimonios de los señores Hugo Ramírez Restrepo y Carlos Damián Montoya Arenas, el defensor solicitó que se ordenara la práctica de una prueba sobreviniente, consistente en un  escrito de acusación correspondiente al caso radicado bajo el No.661706000066201300811 del 6 de junio de 2013 suscrito por el Fiscal  Germán Tobón Hurtado, donde aparece como acusado el señor Luis Carlos Martínez Vanegas, quien había sido capturado el 16 de abril de 2013, en el  momento en que luego de  un reporte de una riña familiar, agentes de la Policía Nacional recibieron de manos de la señora Rubiela Rojas Ríos un arma de fuego, quien  dijo que ese revólver le pertenecía a su esposo Luis Carlos, quien lo   guardaba en su residencia.  
3.2 La petición fue sustentada así:
· En el caso a que hizo referencia, al señor  Luis Carlos Martínez Vanegas le formularon imputación como probable autor a título de dolo de la conducta punible de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, (art. 365 C.P.) en modalidad de “conservar “, con base en la sola manifestación de la señora Rubiela Rojas Ríos, en el sentido  de que su esposo tenía dicha arma de fuego en su residencia.  
· En el  presente juicio oral el señor Carlos Damián Montoya Arenas dijo que el  arma incautada el 26 de abril de 2012 era de suya y que la  señora  Lina María Castaño Botero nunca tuvo conocimiento de la existencia de esa arma de fuego. 
· El  proceso a que se refiere el escrito de acusación contra  el señor Martínez es   posterior a los hechos por los cuales es investigada su defendida, dentro de cuya causa ya se realizó la audiencia preparatoria.

· El citado escrito de acusación es una prueba sobreviniente que es importante para la defensa, pues su contexto fáctico se asemeja a la   situación de la señora Castaño, en el entendido de que el mismo delegado de la FGN, le  imputó cargos a una persona porque otra le atribuyó la propiedad de un arma y en este caso, hubo una persona que  manifestó que el revólver era suyo y no de la acusada Lina María Castaño.
·  Por lo tanto solicitó que se tuviera como prueba el citado escrito de acusación presentado el 6 de junio de 2013 contra Luis Carlos Martínez Vanegas, por violación del artículo 365 del C.P. 
 

· 3.2  El delegado de la FGN  hizo referencia a los artículos 374  y 375 del C.P.P. para manifestar: i)  que el citado  escrito de acusación no  fue  presentado dentro del término, pues para la fecha en que se realizó la audiencia preparatoria el 5 de diciembre de 2013,  la  defensa debía conocer del  mismo; ii) es un elemento que hace referencia a la valoración que hizo el  Fiscal sobre unos hechos que fueron conocidos con posterioridad, que además eran totalmente  diferentes en sus   circunstancias, pues la persona investigada según ese  escrito de acusación  era ajena al presente juicio y iii) la  prueba solicitada era  inoportuna, impertinente e inútil para el  caso de la señora Castaño  y por eso se opuso a que fuera decretada.
4. SOBRE LA DECISIÓN QUE DIO ORIGEN AL RECURSO PROPUESTO

4.1. La juez de conocimiento negó la anterior solicitud. Su decisión se basó esencialmente en lo siguiente:

· Precisó que no  era posible que la defensa hubiera anunciado la prueba a la que ahora hizo alusión, en la audiencia preparatoria que se realizó el  5 de diciembre de 2012, toda vez que el escrito de acusación contra el señor Martínez data del  6 de junio de 2013.
· Sin embargo,  no solo  debe verificar la oportunidad para pedir la prueba, sino su  importancia para el juicio oral.  
· La prueba que pretende introducir la defensa busca establecer un patrón de comportamiento del delegado de la FGN, frente a un caso presuntamente similar. Sin embargo  esa evidencia no tiene nada que ver con los hechos, ni las personas, fechas  o  circunstancias que se investigan en el caso de la señora Castaño Botero, por lo cual la prueba pedida no aportaría nada para este proceso.  
· En consecuencia negó la petición de la defensa para que se tuviera como prueba sobreviniente el precitado  escrito de acusación presentado contra Luis Carlos Vanegas Martínez.
4.1 La decisión fue apelada por el defensor de la procesada.
5. SOBRE EL RECURSO INTERPUESTO

5.1 Defensor (Recurrente) 

Pide que se revoque la decisión protestada. Su argumentación se sintetiza así: 
· Dentro del  escrito de acusación bajo el radicado 66170600066201300811 en donde aparece como acusado el señor Luis Carlos Martínez Vanegas, el Fiscal 8ª Seccional de Dosquebradas, Germán Tobón Hurtado, le formuló acusación al señor Martínez Vanegas porque supuestamente la señora Rubiela Rojas Ríos, tenía en su poder un arma de fuego que le entregó a la Policía Nacional, manifestando la citada señora que su esposo (Luis Carlos Martínez Vanegas)  conservaba dicha arma de fuego en su residencia.
· En su criterio y con base en lo dispuesto en el inciso final del  artículo 344 del C.P.P., el referido escrito de acusación constituye  una evidencia muy significativa ya  que “  llenará de motivos”  a la juez de conocimiento de motivos”,  para que pueda determinar que la señora Lina María Castaño Botero es inocente de los cargos que se le formularon .
· En este juicio una  persona dijo que  el arma de fuego la había recibido de manos de un señor Ronald para guardarla y que Lina María Castaño no  tenía nada que ver con esa arma.

· Criticó la actuación  del delegado de la FGN ya que en el proceso donde se presentó el escrito de acusación que pidió como prueba sobreviniente, no le imputaron cargos  a la señora Rubiela Rojas Ríos que era quien portaba el arma de fuego, pero si a   Luis Carlos Vanegas Martínez por el hecho de que su esposa manifestó que el arma de fuego le pertenecía a este, sin que hubiera verificado esa  situación. 
· Sin embargo, en el caso que ahora se investiga, el mismo Fiscal no considera válido que el arma de fuego la tuviera  Carlos Damián Montoya y no su defendida,  es decir que se trata de un caso similar  al que se le ha dado una interpretación diferente y caprichosa, ya que si en el evento antes mencionado no se le presentaron cargos a la señora Rojas  Ríos, porque dijo que el arma de fuego era de su esposo, entonces, a Lina María Castaño Botero tampoco se le debió investigar por la tenencia de un arma de fuego,  puesto que ya se  supo en este juicio que siempre la tuvo Carlos Damián Montoya, como lo ha dicho la procesada  .
· El  Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas había revocado la medida de aseguramiento que se le había impuesto a la señora Castaño Botero, por considerar que  no era necesaria y que la procesada no generaba  peligro para la sociedad por   el hecho de que se encontraba con Carlos Damián Montoya el día que encontraron el arma y por lo tanto, el titular de ese despacho se  tuvo que declarar impedido para conocer de este juicio.

· Insistió en la importancia de que se acepte el escrito de acusación para que la juez de conocimiento llegue al convencimiento de la inocencia de la señora Castaño Botero, ya que otra persona había aceptado que era la  responsable de la tenencia del arma de fuego. Por lo tanto, solicitó que se admitiera el citado documento como prueba sobreviviente,   del cual aportó una copia. 
5.2 Delegado FGN  (No recurrente) 

· El censor no  sustentó el recurso de apelación interpuesto, sino que formuló unos alegatos de conclusión referidos a los criterios jurídicos del representante de la FGN.
· El escrito de acusación al que hizo referencia la defensa no puede servir como “arma” para que la juez de conocimiento pueda tomar una decisión frente al caso que se investiga contra Lina María Castaño Botero y en tal sentido, se concluya que la misma es inocente, pues los hechos allí establecidos no son similares, no interesan a este  proceso, ni existe relación entre los mismos y ni siquiera se trata de la misma arma.
·  Al respecto consideró que las “armas” con las que cuenta la juez de conocimiento son los elementos materiales probatorios que se presentaron en el juicio, que serán valorados en su oportunidad.
· La prueba solicitada no es conducente, ni pertinente ni útil por cuanto no conduce a nada, ni permite establecer que el arma de fuego que se encontró en el lugar donde se encontraba Lina María Castaño Botero sea del  procesado Luis Carlos Martínez Vanegas, según el escrito de acusación que se pretende introducir como prueba sobreviniente por el defensor de la señora Castaño Botero. 

· El  conocimiento que  tuvo  frente a la actuación realizada por Carlos Damián Montoya en este caso y la decisión que se tomó frente a este ciudadano, no es objeto del presente debate. 
Solicitó que se declare no sustentado el recurso, o que en su defecto que se  confirme la decisión de la juez de conocimiento.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Competencia
Esta Sala es competente para conocer del recurso formulado por la FGN, en razón de lo dispuesto en los artículos 20 y 34-1 de la ley 906 de 2004.

6.2. Problema Jurídico a resolver. 
6.2.1 En este caso se debe decidir lo concerniente al grado de acierto de la decisión de la Juez 4ª  Penal del Circuito Pereira,  quien no accedió a la solicitud de decretar una  prueba sobreviniente pedida por el defensor de la señora Lina María Castaño Botero  consistente en la introducción al juicio de un escrito de acusación, perteneciente a un proceso distinto, donde aparece investigado del señor Luis Carlos Martínez Vanegas por el delito de porte ilegal de armas, quien fue  señalado por su cónyuge Rubiela Ríos Rojas, como la persona que guardaba el arma de fuego que  fue incautada en su domicilio el  16 de abril de 2013.  
6.2.2 El  recurrente considera que con base en la declaración que rindió el señor Carlos Damián Montoya en el juicio que se adelanta contra la señora Castaño, se puede deducir una situación  similar al caso antes referido donde la esposa del señor  Martínez entregó un arma de fuego a las autoridades y explicó que le pertenecía a su esposo, quien fue acusado por infringir el artículo 365 del C.P., ya que el señor Montoya aceptó que el arma incautada a Lina María Castaño era suya, por lo cual la citada dama no debió ser convocada a juicio ya que el delegado de la FGN debió adoptar el mismo criterio que lo llevó a no presentar cargos contra Rubiela Ríos Rojas por esa conducta punible, al tratarse de hechos que guardan similitud.
6.3. Solución al problema jurídico propuesto:
6.3.1. El tema sometido al examen de esta Sala se relaciona esencialmente con las oportunidades para formular solicitudes probatorias en el esquema de la ley 906 de 2004, para lo cual es necesario partir de las siguientes premisas normativas:

El artículo 374 del C. de P.P. dispone que: “Toda prueba deberá ser solicitada o presentada en la audiencia preparatoria, salvo lo dispuesto en el artículo 357 y se practicará en el momento correspondiente del juicio oral y público”.
El artículo 357-2 del mismo estatuto establece que: “El juez decretará la práctica de las pruebas solicitadas cuando ellas se refieran a los hechos de la acusación que requieran pruebas, de acuerdo con las reglas de pertinencia y admisibilidad previstas en este código.
(…) Excepcionalmente, agotadas las solicitudes probatorias de las partes, si el Ministerio Público tuviere conocimiento de la existencia de una prueba no pedida por éstas que pudiere tener especial influencia en los resultados del juicio, solicitará su práctica “

Por su parte el artículo 344 in fine, de la ley 906 de 2004 establece que: “Sin embargo, si durante el juicio alguna de las partes encuentra un elemento material probatorio y evidencia física muy significativos que debería ser descubierto, lo pondrá en conocimiento del juez, quien oídas las partes y considerando el perjuicio que podía producirse al derecho de defensa y la integridad del juicio, decidirá si es excepcionalmente admisible o si debe excluirse esa prueba.”
6.3.2. Para dar respuesta al recurso propuesto, se  debe tener en cuenta inicialmente que por tratarse de una petición formulada en medio del juicio oral, se entiende que la solicitud del defensor de la procesada versó sobre una prueba sobreviniente, que se encuentra regulada por el artículo 344 in fine del C. de P.P. norma que condiciona la admisión de ese tipo de pruebas a unos criterios básicos que se pueden sintetizar así: i) el hallazgo en la fase del juicio de un elemento material probatorio y evidencia física, que sea muy significativo; ii) la valoración que haga el juez de conocimiento sobre las consecuencias de la introducción de esa prueba frente al derecho de defensa y la integridad del juicio; y iii) la admisibilidad excepcional de ese tipo de pruebas.

6.3.3. Al examinar los criterios previstos en el artículo 344 del C. de P.P. frente al caso sub lite, se debe poner de presente que la admisibilidad de la prueba sobreviniente es excepcional, lo que obliga a hacer un examen más riguroso de los factores que regulan la admisión de esa clase de evidencias. 
En este caso, la argumentación del defensor se centró esencialmente en afirmar que el  mismo delegado de la FGN  que interviene  en el proceso contra  Lina María Castaño Botero, había presentado acusación contra Luis Carlos Martínez Vanegas, en un proceso distinto,  con base en que  su cónyuge Rubiela Rojas Ríos había dicho  que el señor Martínez  guardaba una arma de fuego en su domicilio, por lo cual  no fue procesada, pese a que fue la persona que le hizo entrega de ese artefacto a  Policía Nacional.

El censor considera que en caso sub lite se presenta un contexto fáctico similar, ya que  se debe tener en cuenta que el arma que le fue incautada a la señora Lina María Castaño Botero era del señor Carlos Damián Montoya Arenas, tal como él mismo aceptó en el juicio oral y en tal sentido, se debió adoptar el mismo criterio del caso del señor Martínez, por lo cual el citado escrito de acusación resulta relevante para demostrar la inocencia de su representada.
6.3.4. El artículo 357 del CPP dispone precisamente que las partes deben probar sus pretensiones a través de los medios lícitos que libremente decidan, para que sean debidamente aducidos al proceso. A su vez, el canon 375 del mismo estatuto establece el criterio de pertinencia como factor modulador de los ordenamientos probatorios, al disponer que el EMP, la evidencia física y el medio de prueba: “deberán referirse directa o indirectamente a los hechos o circunstancias relacionados con la conducta delictiva y sus consecuencias, así como a la identidad, o a la responsabilidad penal del acusado. También es pertinente cuando sirve para hacer más o menos probable uno de los hechos o circunstancias mencionados, o se refiere a la credibilidad de un testigo o de un perito”. Además el test de pertinencia de la prueba debe ser complementado con el examen de su admisibilidad, que se encuentra condicionado a los factores previstos en el artículo 376 del CPP.

6.3.5 Hecha esta precisión hay que manifestar que la prueba sobreviniente solicitada por el defensor de la acusada no fue fundamentada bajo las premisas que contempla el artículo 344 del CPP, ya que no guarda ninguna relación con el contexto fáctico del escrito de acusación del presente proceso, donde se consignó que “el 26 de abril de 2012 siendo aproximadamente la 1:30 horas, en la plazoleta “la moneda” ubicada en la cuarta etapa de Bosques de la Acuarela de Dosquebradas, fue capturada la señora Lina María Castaño Botero por cuanto fue sorprendida sentada sobre una sombrilla, debajo de la cual escondía una arma de fuego tipo revólver apta para disparar.”

Para el efecto se debe tener en cuenta que en el escrito de acusación presentado contra Luis Carlos Martínez Venegas, ( que corresponde a un radicado distinto) se expone lo siguiente: “el 16 de abril de 2013, a las 23:10 horas, en la casa 2ª de la mañana 114 del barrio Cerro azul del municipio este municipio, entiéndase Dosquebradas, agentes de la Policía Nacional que acuden por reporte de riña familiar reciben de manos de la señora Rubiel Rojas Ríos arma de fuego tipo revólver, calibre .38 SPL, sin marca y con serial borrado, cuya tenencia conservaba en ese lugar su esposo Luis Carlos Martínez Vanegas, sin autorización alguna para ello.  Arma de fuego que en experticia de balística se determinó que se encontraba en buenas condiciones de mantenimiento y apta para producir disparos.  Martínez Vanegas es persona adulta en pleno use y goce  de sus facultades físicas y mentales, tecnólogo  industrial, que comprende la ilicitud de su acción y puede determinarse conforme a ella y quien actuó de manera voluntaria” 
  
6.3.6 Las anteriores transcripciones demuestran que la pretensión del vocero de la acusada se eleva como aislada dentro del contexto del presente juicio al no reunirse el requisito de pertinencia de la prueba, entendido como la relación entre la evidencia solicitada y el thema probandum, como se expuso en la decisión recurrida, ni tampoco se satisface el criterio de utilidad de la prueba novísima que solicitó, ya que el escrito de acusación que se pretende introducir no está dirigido a controvertir el factum de la acusación en lo relativo a la participación de su representada  en la  conducta antes mencionada, sino a establecer la valoración que el señor Fiscal hizo en cada uno de esos eventos,   donde lo único similar es el delito por el que  fueron acusados el señor Vanegas Martínez y Castaño Botero, en hechos y circunstancias muy diferentes, por lo cual no se  puede concluir que se trata de una prueba sobreviniente determinante para  establecer la inocencia de la señora Castaño Botero, ya que a lo sumo esa evidencia solo permitiría probar contra quien  dirigió la FGN la  acusación en cada caso particular, lo que no guarda ninguna relación con los hechos que se investigan en el caso sub lite .
6.3.7 Para esos efectos debe tenerse en cuenta que el artículo 359 del CPP establece lo siguiente:

“Las partes y el Ministerio Público podrán solicitar al juez la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba que de conformidad con las reglas establecidas en este código, resulten inadmisibles, impertinentes, inútiles, repetitivos o encaminados a probar hechos notorios o que por otros motivos no requieren prueba…”. 

6.3.8 En ese sentido y como el tema en estudio tiene que ver con la regla de pertinencia de la prueba a que alude el artículo 375 del CPP, es necesario mencionar que en la sentencia CSJ SP del 10 de febrero de 2010, radicado 29755 se precisaron esos conceptos y en tal virtud se expuso lo siguiente, retomando lo expuesto en CSJ SP del 26 enero 2009, radicado 30756:

“(…) Empero, un ejercicio dialéctico con tales alcances, esto es, orientado a establecer circunstancias favorables al procesado, tanto respecto de la materialidad del comportamiento, como de su responsabilidad, se enmarca dentro de los presupuestos establecidos en la ley para decretar y practicar pruebas, es decir, que éstas sean conducentes, pertinentes y no superfluas o inútiles. “La conducencia supone que la práctica de la prueba es permitida por la ley como elemento demostrativo de la específica temática de que trata la actuación. La pertinencia apunta a que el medio probatorio se refiera directa o indirectamente a los hechos y circunstancias inherentes al objeto cuya demostración se pretende, es decir, que resulte apto y apropiado para acreditar un tópico de interés al trámite, y la no superfluidad se orienta a que la prueba sea útil, en cuanto acredite un aspecto aún no comprobado en la actuación”
. (Subrayas fuera del texto). 

Ese concepto se reiteró en la sentencia CSJ SP del 24 de agosto de 2011, radicado 37198 se manifestó lo siguiente:

“De antaño, esta Sala ha sostenido que la procedencia de la prueba se encuentra vinculada a las exigencias de conducencia, pertinencia, racionalidad y utilidad
.

La conducencia “supone que la práctica de la prueba solicitada es permitida por la ley como elemento demostrativo de la materialidad de la conducta investigada o la responsabilidad del procesado”.

La pertinencia “apunta no únicamente a su relación con el objeto de investigación y debate, sino a que resulte apta y apropiada para demostrar un tópico de interés al trámite”.

La racionalidad del medio probatorio “tiene que ver con la viabilidad real de su práctica dentro de las circunstancias materiales que demanda su realización”.

Y la utilidad de la prueba “se refiere a su aporte concreto en punto del objeto de la investigación, en oposición a lo superfluo e intrascendente”.
6.4. En ese orden de ideas se concluye que la prueba documental solicitada por el apoderado de la acusada no resulta pertinente para controvertir el contexto fáctico de la acusación presentada contra la señora Castaño Botero, no constituye: “un elemento material probatorio y evidencia física muy significativos que debería ser descubierto”, como reza el inciso 4º del artículo 344 del CPP, ni cumple con los criterios de pertinencia y admisibilidad exigidos por la sistemática procedimental de la ley 906 de 2004, lo que lleva a esta Sala a confirmar la decisión de primera instancia, al no reunirse los requisitos de la norma citada en precedencia, para la admisión excepcional de la prueba sobreviniente.
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, en  el presente caso, en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario

� Folios 196 a 198.


� Folios 1 a 4 


� Folio 196 a 198





� Cfr. Sentencia de 26 de enero de 2009, radicación Nº 30756.


� Autos del 17 de marzo de 2004 y 22 de abril de 2009, Radicados 22.953 y 27.539, respectivamente, reiterado en proveído de 12 de abril de 2010, radicado 33212.
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